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1. INTRODUCCIÓN(1)

A
modo de introducción,
cabe recordar cómo la
preocupación por el di-
nero público ha sido

una constante histórica de la
que pueden encontrarse repre-
sentaciones en todas las culturas
y regímenes políticos, e igual-
mente es antigua la costumbre
de comisionar a personas e insti-
tuciones especializadas para vi-
gilar que los fondos destinados a
las obras colectivas no se desví-
en para fines espurios. Así, por
ejemplo, en la Españamedieval

surgen figuras como los conta-
dores, veedores, oidores, visita-
dores o comisarios; así como ins-
tituciones como la Cámara de
Comptos de Navarra, elMaestre
racionalde laCorona deAragón
y laContaduría Mayor de Cuen-
tas castellana, preocupadas,
con unmayor omenor grado de
especialización, de la vigilancia
de los caudales públicos(2).

De la misma forma, en la cul-
tura popular es asumido de for-
ma constante que estas institu-
ciones especializadas deben ser
las primeras en levantar la voz de
alarma para evitar los posibles
daños a los bienes de todos. La
reacción desde el ámbito pro-
fesional de los auditores finan-

cieros suele ser, como se anali-
zará a continuación, más co-
medida, ya que los responsa-
bles del control de las finanzas
asumen su obligación de de-
tectar los riesgos graves de ges-
tión que pueden motivar la ex-
poliación de los caudales públi-
cos, pero igualmente afirman
que no se les puede exigir estar
en primera línea en la denuncia
de los casos concretos de co-
rrupción porque los auditores no
somos policías(3).

Esta brecha de expectativas
entre los requerimientos sociales
y las respuestas profesionales jus-
tifica la conveniencia de revisar
el papel de las instituciones de
control financiero en la denomi-
nada lucha contra la corrup-
ción, desde la perspectiva de las
actuales propuestas de reforma
de las Administraciones Públi-

8 / Cuenta con IGAE

Análisis

(1) Este artículo toma como referencia
la tesis doctoral sobre El control de las Ad-
ministraciones Públicas y la lucha contra
la corrupción: especial referencia al Tri-
bunal de Cuentas y la Intervención Ge-
neral de la Administración del Estado, que
ha tenido la fortuna de ser galardonada
con el Premio del Tribunal de Cuentas Eu-
ropeo para la investigación en auditoría
del sector público 2010 dedicado a Je-
sús Lázaro Cuenca, para cuya memoria
quisiera que sirviera de homenaje en
cuanto ha servido de ejemplo a quienes
trabajamos en el ámbito de la interven-
ción de las cuentas públicas.

(2) Comoafirma VELARDE FUERTES, J., en
referencia a lamáxima institución de con-
trol contable castellana, a través de es-
tos órganos especializados el Monarca
procuraba «en lo que podía, no ser bur-
lado por los malos administradores» («Uti-
lidad del control interno para el control
externo: Propuestas para una mayor efi-
cacia»,Cuenta con IGAE, nº 5, 2002, pp.
46-48.

(3) GRUNER, J., «El papel de la auditoría
pública en la lucha contra la corrupción»,
Revista Técnica, 3ª época, nº 17, 2000, pp.
74-75.



cas, entre las que cabe destacar
la gobernanza y la accountabi-
lity. Para ello, se tomará como re-
ferencia en este trabajo a dos or-
ganizaciones con larga tradi-
ción en esta materia, como son
la IntervenciónGeneral de la Ad-
ministración del Estado y el Tri-
bunal de Cuentas.

2. EL PAPEL DE LA GOBERNANZA
Y LA ACCOUNTABILITY EN LA
LUCHA CONTRA LA
CORRUPCIÓN

La condición racional del ser
humano le ha dotado de la li-
bertad para poder decidir entre
ejercer el bien o practicar el
mal. Por lo tanto, no debiera re-
sultar extraño que los servidores
públicos no estén inexorable-
mente destinados a actuar por
el interés de la colectividad, sino
que, en el ejercicio de su libre al-
bedrío, puedan optar en oca-
siones por el uso ilegítimo del po-
der en beneficio propio.

Afortunadamente, la razón
humana ha desarrollado una
vacuna y antídoto que sirve de
contrapeso a la libertad de elec-
ción, como es la responsabilidad
o, en términos más actuales, la
accountability, mediante la cual
se rinde cuentas ante el conjun-
to de la sociedad. Este remedio
contra las patologías de la liber-
tad nace en la esfera de la con-
ciencia personal, pero se difun-
de e integra en todos los ámbi-
tos sociales, constituyendo al
hombre público en cuentadan-
te de sus actuaciones, tal y
como instauraron definitiva-
mente los revolucionarios fran-
ceses en el artículo 15 de la De-
claración de los Derechos del

Hombre y el Ciudadano –DDHC–
de 1789(4).

A partir de este principio, los
regímenes democráticos han en-
sayado nuevos remedios contra
la lacra social de la corrupción
sobre la base demás democra-
cia, reforzando el proceso elec-
toral, la elección de los cargos
públicos y la independencia ju-
dicial;más Derecho, con nuevas
normas que profundizan en la
neutralidad política de la Admi-
nistración, prescribiendo la dis-
crecionalidad y priorizando la
objetividad; ymás Bienestar, ex-
tendiendo los servicios públicos a
todos los ciudadanos.

A pesar de ello, los problemas
en la gestión de lo público, y sin-
gularmente de las finanzas, han
lastrado la credibilidad de los Es-
tados, por lo que ha surgido un
nuevo enfoque que trata de re-
solver las disfunciones en la ac-
ción de gobierno bajo princi-
pios como la transparencia, la
participación, la calidad, la sos-
tenibilidad o la accountability.
Todos ellos han sido acogidos por
instituciones nacionales e inter-
nacionales hasta consolidar una
nueva conciencia de la gestión
pública bajo el concepto común
de la gobernanza(5).

El planteamiento de la go-
bernanza o good governance

propone enfocar el problema
desde una nueva perspectiva,
que no atiende a la estructura
vertical de poder de las socie-
dades democráticas, sino a su
funcionamiento horizontal inte-
rinstitucional. Bajo esta premisa,
el nuevo paradigma de la go-
bernanza va a reclamar un me-
jor funcionamiento de la acción
pública, mediante unmejor Go-
bierno que profundice en la éti-
ca pública y la interrelación so-
cial; una mejor Administración
que preste servicios públicos de
calidad a los ciudadanos, y una
mejor Accountability que incre-
mente la transparencia y la ren-
dición de cuentas(6).

Este nuevo planteamiento
también ha consolidado una
nueva visión de la accountability
pública dirigida, como señala el
Libro Blanco de la Gobernanza
Europea de 2001, a centrar los
papeles y las responsabilidades
de cada institución para que
«los ciudadanos puedan exigir
responsabilidades a sus respon-
sables y organismos políticos por
las decisiones adoptadas». Esta
renovada concepción de la ren-
dición de cuentas y la responsa-
bilidad se ha trasladado al de-
bate sobre la misión de la audi-
toría del sector público, como lo
demuestra su tratamiento espe-
cífico en el VIII Congreso de EU-

(4) El artículo 15 DDHC declara que «la
sociedad tiene derecho a pedir a todos
sus agentes cuentas de su administra-
ción».

(5) CERRILLO I MARTÍNEZ, A., «La Go-
bernanza hoy: Introducción», en CERRI-
LLO I MARTÍNEZ, A. (coord.), La Gober-
nanza hoy: 10 textos de referencia, Insti-
tuto Nacional de Administración Pública,
Madrid, 2005, pp. 11-23.

(6) La gobernanza busca un punto de
encuentro entre la garantía del Derecho,
la eficiencia de la Economía, la satisfac-
ción de las demandas de los ciudadanos
de la Política y el respeto de valores de
la Ética. PRATS I CATALÀ, J., De la buro-
cracia al management, del manage-
ment a la gobernanza: Las transforma-
ciones de nuestro tiempo, Instituto Na-
cional de Administración Pública, Madrid,
2005, pp. 13-16 y 129-133.
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ROSAI de Lisboa de 2011 en el
que se ha reconocido el valor
democrático de la transparencia
y la accountability como fun-
damento para la good gover-
nance. Como conclusión, en
este encuentro se ha destacado
el importante papel que deben
desempeñar las Entidades Fis-
calizadoras Superiores –EFS– para
promocionar la cultura de la res-
ponsabilidad y facilitar la efecti-
vidad de los procesos de rendi-
ción de cuentas a través de las
auditorías, los informes, las reco-
mendaciones, el reconocimien-
to de las buenas prácticas y, en
algunos casos, de sus potestades
judiciales y sancionadoras. Como
recomendación final, los miem-
bros de la EUROSAI han exhorta-
do a las EFS a asumir un papel
proactivo hacia el poder legisla-
tivo y el sector público, con el fin
de fomentar la accountability
de la gestión pública.

3. LA INTERRELACIÓN
FUNCIONAL DEL CONTROL
INTERNO DE LA
INTERVENCIÓN GENERAL DE
LA ADMINISTRACIÓN DEL
ESTADO CON LA LUCHA
CONTRA LA CORRUPCIÓN

El autocontrol de las Admi-
nistraciones Públicas de corte
napoleónico es inherente a su or-
ganización jerárquica, hasta el
punto de que en la etapa deci-
monónica se atribuía al Poder
Ejecutivo la corrección de cual-
quier actuación administrativa
defraudatoria de los intereses
públicos, excluyendo a las de-
más ramas del poder, salvo las
atribuciones de fiscalización par-
lamentaria y enjuiciamiento pe-
nal. No obstante, es justamente

esta mediatización inicial del
control interno a la dependencia
jerárquica la que ha justificado,
como afirma PEDROCHE Y
ROJO, el establecimiento de ins-
tituciones especializadas que,
mediante procesos de control
objetivados, tratan de emitir una
opinión profesional e indepen-
diente, entre las cuales, en ma-
teria financiera, hay que desta-
car a un órgano como la Inter-
vención General de la Adminis-
tración del Estado(7).

De forma más específica, la
INTOSAI ha prescrito expresa-
mente en su Guía de control in-
terno de 2004 que entre los ob-
jetivos del autocontrol del sector
público debe incluirse la verifi-
cación de la ejecución ética
de las operaciones. De la misma
forma, el papel institucional tra-
dicional de la Intervención Ge-
neral de la Administración del Es-
tado la convierte en el guardián
de los fondos públicos en el ám-
bito interno del sector público es-
tatal para, como señala PÉREZ
ROYO, la vigilancia de la co-
rrección de abusos e inercias
que «inevitablemente se produ-
cen en una actividad tan com-
pleja como es la ejecución del
presupuesto»(8).

De acuerdo con este plan-
teamiento, en los orígenes de
este centro directivo del Minis-

terio de Hacienda se puede ob-
servar su estrecha vinculación
con el intento de evitar los reite-
rados desfalcos y defraudacio-
nes que se habían detectado en
la gestión de los recursos públi-
cos(9). Como respuesta, la Ad-
ministración decimonónica crea
en 1870 un órgano que, al so-
caire de la llevanza de los regis-
tros contables, ejercerá la inter-
vención de las operaciones que
impliquen movimientos de fon-
dos(10). Posteriormente, la Ley
de Administración y Contabili-
dad de la Hacienda Pública de
1911 consolida una función de

(7) PEDROCHE Y ROJO, L., «El control de
la actividad económico-financiera del
sector público estatal: Consideraciones
para el desarrollo de un marco de ac-
tuación diferente», Cuenta con IGAE, nº
7, 2003, pp. 37-38.

(8) PÉREZ ROYO, F., Derecho financiero
y tributario: Parte general, 18ª edición,
Thomson-Civitas, Cizur Menor (Navarra),
2008, p. 525.

(9) En este sentido, los primeros Regla-
mentos orgánicos de la institución inci-
dieron en la vocación de la IGAE como
guardián de los caudales públicos, al de-
clarar solemnemente que le corresponde
«la honra de vigilar en primer término por
la guarda y legítima inversión de todos los
derechos e intereses públicos» (preámbulo
del Decreto de 7 de septiembre de 1871),
así como «la alta y noble misión de velar
por la exacta aplicación de las leyes y por
la guarda y legítima inversión de los cau-
dales, de las rentas y de toda clase de
pertenencias del país» (preámbulo del De-
creto de 7 de enero de 1874). Véase GU-
TIÉRREZ ROBLES, A., Historia de la Inter-
venciónGeneral de la Administración del
Estado, Ministerio de Economía y Ha-
cienda: Intervención General de la Ad-
ministración del Estado, Madrid, 1993.

(10) La Ley de Administración y Conta-
bilidad de la Hacienda Pública de 1870
ya empleaba la denominación de Inter-
venciónGeneral de la Administración del
Estado en varios artículos, si bien será el
Decreto de 7 de enero de 1874 el que
modificará definitivamente la denomi-
nación de Dirección General de la Con-
tabilidad por la de Intervención General
de la Administración del Estado, ALBI-
ÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., «Servi-
dumbres del control de legalidad», Pri-
meras Jornadas sobre el control de la ac-
tividad financiera en la Administración Pú-
blica con motivo de la celebración del I
Centenario de la IntervenciónGeneral de
la Administración del Estado (1874-1974),
Fábrica Nacional de laMoneda y Timbre,
1975, pp. 5-8.
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fiscalización que se había ido
pergeñando a finales del siglo
anterior, con el fin de garantizar
la legalidad de los actos finan-
cieros. Más tarde, el régimen re-
publicano trata de cerrar el ciclo
del control mediante la atribu-
ción a la IGAE de la potestad de
inspección de la gestión de los
fondos públicos. La retrocesión
legislativa promovida tras la Gue-
rra Civil rompe la plenitud de esta
terna funcional que incluía la
intervención, la fiscalización y la
inspección, sin que las tentativas
posteriores hayan logrado resti-
tuirla(11).

En la actualidad, la IGAE se
ha consolidado como una insti-
tución asimilada a los modelos
de control interno latinos o con-
tinentales de segunda genera-
ción que ejerce un control pre-
vio, de naturaleza interventora
y fiscalizadora, mediante la de-
nominada función intervento-
ra; y un control posterior, basa-
do sobre todo en la auditoría, a

través del control financiero per-
manente y la auditoría públi-
ca(12).

Como ha señalado LAZO VI-
TORIA, la finalidad primaria de
este control interno es la de ser-
vir de «primer filtro para detectar
posibles irregularidades o inob-
servancias al orden estableci-
do», para posteriormente, en su
caso, poner en marcha los sub-
siguientes mecanismos de ga-
rantías de control externo(13).
Para ello, se hace necesario un
estatus institucional que le ga-
rantice un alto grado de auto-
nomía frente a la Administra-
ción ejecutiva controlada, lo
que puede afirmarse que se
cumple adecuadamente en es-
tos momentos pues ostenta el
rango de Subsecretaría y tiene
atribuidas las facultades autoor-
ganizativa y funcional. Además,
el estatus personal garantiza a los
controladores internos la auto-
nomía para decidir con objetivi-
dad e imparcialidad, pudiendo
requerir la colaboración interna
de los entes y órganos públicos,
y externa de quienes se relacio-
nan económicamente con la
Administración(14).

A pesar de ello, hay que re-
saltar la necesidad de ampliar

sus facultades con la atribución
de dos capacidades claves
para la investigación de las ac-
tividades fraudulentas, en sinto-
nía con las que ostenta tradi-
cionalmente la Administración tri-
butaria o las que ha asumido re-
cientemente el control financie-
ro de las subvenciones. Tal es el
caso del derecho al libre acce-
so a las dependencias públicas
y de la atribución de la condi-
ción de autoridad, sin las que di-
fícilmente pueden obtenerse
pruebas fidedignas de defrau-
daciones con validez plena a
efectos probatorios(15).

En el aspecto material, el ar-
tículo 142 LGP recoge como
objetivos del control las tareas
clásicas de verificación de la
buena gestión de las finanzas
públicas desde la perspectiva
jurídica y económica, es decir, el
cumplimiento de la normativa,
el adecuado registro y conta-
bilización de las operaciones, la
evaluación de la actividad y los
procedimientos, y el cumpli-
miento de los objetivos asigna-
dos. Estas metas permiten de-
tectar la comisión de hechos
fraudulentos, pues un acto co-
rrupto es un acto ilegal y gene-
ralmente ineficiente económi-
camente, pero presentan tam-
bién limitaciones objetivas al
no incidir en otros elementos,
como la existencia de un be-
neficio irregular para el funcio-
nario o la posible participación

(11) El primer borrador de la Ley Gene-
ral Presupuestaria de 1977 hacía una re-
ferencia en su exposición demotivos, que
se mantendrá en el texto finalmente
aprobado, a la necesidad de un control
financiero que formara parte de «las ins-
pecciones de carácter financiero y tri-
butario» y un segundo borrador de Pro-
yecto de Ley atribuyó decididamente el
carácter de inspección financiera al
control financiero incluido en los futuros
artículos 17 y 18. Sin embargo, las obser-
vaciones de otros centros directivos del
Departamento sobre la posible confusión
de estas competencias con las potesta-
des inspectoras tradicionales y las reti-
cencias expuestas en sede parlamenta-
ria motivaron que la nueva ley recogie-
ra en su articulado la creación del con-
trol financiero sin referencia alguna a su
naturaleza inspectora, MANTERO SÁENZ,
A., «Control financiero e inspección fi-
nanciera», Hacienda Pública Española, nº
46, 1977, pp. 19-36 y 68-70.

(14) MÁÑEZ VINDEL, G., «El modelo de
control interno de la actividad económi-
co-financiera del sector público estatal es-
pañol: Características y fundamento»,
Presupuesto y Gasto Público, nº 18, 1996,
pp. 28-29.(12) URBANO LÓPEZ DEMENESES,
M., «La situación del control interno den-
tro de la Unión Europea: ¿Es necesaria una
reforma del modelo español?», Cuenta
con IGAE, nº 15, 2006, pp. 17-22.

(13) LAZO VITORIA, X., El control interno
del gasto público estatal: Un estudio
desde el Derecho administrativo, Tecnos,
2008, p. 40.

(15) FERNÁNDEZ JUNQUERA, M., y SESMA
SÁNCHEZ, B., «Situación actual y pers-
pectivas del control interno del gasto pú-
blico (II): El control financiero»,Civitas. Re-
vista Española de Derecho Financiero, nº
261, 2001, p. 816.
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de terceros. Por ello, puede afir-
marse que la verificación del
fraude de las operaciones y la
probidad de los funcionarios no
es normativamente un objetivo
prioritario del control interno fi-
nanciero.

El primer paso para la reali-
zación funcional de estos obje-
tivos conlleva el ejercicio previo
de la clásica función interven-
tora, la cual permite el reparo
de los expedientes en supuestos
especialmente perjudiciales
para la integridad de las arcas
públicas como, por ejemplo,
las graves irregularidades en la
documentación justificativa del
reconocimiento de la obliga-
ción o que no se acredite sufi-
cientemente el derecho de su
perceptor, las deficiencias en
comprobaciones materiales de
obras, suministros, adquisicio-
nes y servicios, o cuando la
continuación de la gestión ad-
ministrativa pudiera causar que-
brantos económicos al Tesoro
Público o a un tercero (artículo
154 LGP). En cambio, en la mo-
dalidad más extendida de fis-
calización limitada de requisitos
básicos, los reparos esenciales
se reducen a extremos de ca-
rácter marcadamente jurídico-
formal (crédito, competencia,
autorización o fiscalización); si
bien el diseño de los extremos
adicionales determinados por el
Consejo de Ministros a pro-
puesta del Ministro de Hacien-
da, previo informe de la Inter-
vención General de la Admi-
nistración del Estado, se ha ido
ampliando, conforme al man-
dato del artículo 152 LGP, a los
requisitos contemplados en la
normativa reguladora para ase-
gurar la objetividad y transpa-

rencia en las actuaciones pú-
blicas (motivación, publicidad o
recepción)(16).

En cuanto al moderno control
financiero, el mismo tiene como
objetivo, como ha afirmado el
recordado BLASCO LANG, veri-
ficar a posteriori y de forma con-
tinuada la regularidad de la ges-
tión económico-financiera del
ente controlado(17). La finalidad
prioritaria de este control es fa-
cilitar información a los respon-
sables de la gestión y a todas las
personas autorizadas de las po-
sibles deficiencias detectadas
y las mejoras que pueden adop-
tarse para su corrección. En este
contexto, el control de las de-
fraudaciones contra los intereses
públicos se incluye dentro de los
objetivos del control financiero
permanente, pero sin que tenga
una sustantividad propia o prio-
ritaria(18).

Por ello, en estos momentos,
únicamente cabe encontrar
unamanifestación expresa de la
función inspectora interna diri-
gida a la investigación de las
prácticas defraudatorias, como
son los denominados informes
especiales, que permiten la in-
vestigación de los hechos que

(16) CAAMAÑO ALEGRE, J., «¿Hasta
qué punto conviene mantener una fun-
ción interventora dependiente del Mi-
nisterio de Hacienda?: Evolución recien-
te y análisis bajo un prisma deGestión Pú-
blica», Auditoría Pública, nº 38, 2006, pp.
66-69.

(17) BLASCO LANG, J. J., «La nueva Ley
General Presupuestaria», Cuenta con
IGAE, nº 8, 2003, p. 29.

(18) PASCUAL GARCÍA, J., Régimen jurí-
dico del gasto público: Presupuesto, eje-
cución y control, 4ª edición, Boletín Oficial
del Estado, Madrid, 2005, p. 831.



indiciariamente revelen la co-
misión de ilícitos penales, admi-
nistrativos o contables. No obs-
tante, su efectividad en la lucha
contra la corrupción cuenta con
la limitación de su carácter me-
ramente auxiliar y reactivo, pues
sólo se ponen en marcha cuan-
do en las labores de control in-
terno se han detectado signos
evidentes de defraudación.

Más directa es la función de
auditoría forense ejercida por la
IGAE como órgano colabora-
dor externo de la Justicia en los
delitos económicos por man-
dato de su normativa orgánica.
Así, auxilia a los Tribunales en las
tareas de peritación, interven-
ción y administración judicial, y
asiste al Ministerio Fiscal me-
diante la Unidad de Apoyo cre-
ada en la Fiscalía Anticorrup-
ción, que participa en registros
domiciliarios y otras investiga-
ciones judiciales(19).

4. EL ALCANCE DEL PAPEL DEL
CONTROL EXTERNO DEL
TRIBUNAL DE CUENTAS EN LA
LUCHA CONTRA LA
CORRUPCIÓN

En laDeclaración de Lima de
1977, la INTOSAI no recogió una
manifestación expresa acerca

Análisis
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(19) Sobre esta cuestión he tenido oca-
sión de pronunciarme monográfica-
mente en FERNÁNDEZ AJENJO, J. A., «La
IntervenciónGeneral de la Administración
del Estado como órgano colaborador de
la Administración de Justicia», Cuenta
con IGAE, nº 14, 2006; y FERNÁNDEZ
AJENJO, J. A., La IntervenciónGeneral de
la Administración del Estado y el deber de
colaboración con la Justicia,Ministerio de
Economía y Hacienda: Centro de Publi-
caciones, Madrid, 2007.
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del papel de las Entidades Fis-
calizadoras Superiores en la lu-
cha anti-fraude al no alcanzar-
se un consenso suficiente sobre
esta cuestión(20). Dos décadas
después, en el XVI Congreso de
la INTOSAI de 1998 se reiteró el
debate, posicionándose mayo-
ritariamente sus miembros en
considerar que la lucha contra la
corrupción no forma parte de las
tareas principales de las EFS,
pero que sus trabajos pueden
advertir de la existencia de ries-
gos potenciales en estamateria.
En todo caso, como punto de
encuentro de ambas posturas, se
adoptó la conclusión de que
«las EFS deben ser independien-
tes y contar conmandatos ade-
cuados que les permitan contri-
buir con eficacia a la lucha con-
tra el fraude y la corrupción».

Esta disparidad de criterios
entre los expertos del control ex-
terno se ha trasladado a las pos-
turas adoptadas por las distintas
EFS sobre esta cuestión. Así, el Tri-
bunal de Cuentas Europeo ha
declarado que sumisión no es in-
vestigar el fraude, sino prevenir-
lo y, ocasionalmente, detectar-
lo, pues no tiene ni competen-

cias, ni medios de carácter po-
licial o criminal, por lo que en sus
informes anuales de control del
presupuesto comunitario las re-
ferencias al fraude se limitan a in-
cidir en las deficiencias de la co-
ordinación e información eje-
cutada por la Comisión y las
debilidades de los controles des-
arrollados por las instituciones
nacionales de control(21). Por su
parte, la U. S. Government Ac-
countability Office (GAO) ha in-
cluido entre sus finalidades ex-
presamente la lucha contra el
fraude con el fin de colaborar en
esta tarea con otros organismos
e instituciones nacionales e in-
ternacionales(22).

n el Tribunal de Cuentas es-
pañol, la realidad de los años 90
ha unido, como ha señalado
VELARDE FUERTES, a la labor de
apoyo y asesoramiento a las
Cortes Generales, la preocupa-
ción por el problema de la co-
rrupción(23). Así, su actual Presi-
dente NÚÑEZ PÉREZ ha afirmado
que su labor fiscalizadora aporta
indudables beneficios sociales,

pues «sanea, sin duda, el sistema
político democrático, transpa-
renta la gestión, previene y lucha
contra la corrupción en unmun-
do globalizado, fortalece la equi-
dad y propicia la solidaridad»(24).
En todo caso, la postura institu-
cional mayoritaria se decanta,
como ha manifestado su expre-
sidente NIETO DE ALBA, por la
idea de que la lucha contra la
corrupción no es responsabili-
dad directa del Tribunal, sino de
las autoridades gubernativas y
penales competentes, si bien
puede apoyar la prevención y el
castigo de las actividades de-
fraudatorias de los intereses pú-
blicos en el ejercicio de sus com-
petencias de salvaguarda de la
debida aplicación de los fondos
públicos mediante la identifica-
ción de los «riesgosmorales (“mo-
ral hazard”) favorecedores de
conductas perversas que inci-
den negativamente en la asig-
nación eficaz de los recursos y
distorsionan las prioridades de
las políticas públicas, el contras-
te de la efectividad de las políti-
cas anti-fraude e, inclusive, la de-
tección de casos concretos de
corrupción»(25).

En todo caso, siguiendo las ci-
tadas conclusiones del XVI Con-
greso de la INTOSAI, el principio
de independencia es premisa
básica para valorar el papel de
las EFS en la lucha contra la co-
rrupción. En este sentido, hay

(21) El Tratado de Ámsterdam de 1997
extendió las competencias del Tribunal de
Cuentas Europeo a aspectos relativos a
las irregularidades y los fraudes, pero
con un carácter preventivo, para resal-
tar los riesgos que presentan los sistemas
de gestión para su comisión y poner de
manifiesto las conductas irregulares de-
tectadas en su trabajo; pero «no tiene
competencia específica ni medios apro-
piados para la detección y persecución
de fraudes», LÁZARO CUENCA, J., «El Tri-
bunal de Cuentas Europeo»,Cuenta con
IGAE, nº 14, 2006, pp. 54 y 57.

(22) JIMÉNEZ RIUS, P., El control de los fon-
dos públicos: Propuestas de mejora,
Thomson-Civitas, Cizur Menor (Navarra),
2007, pp. 64-65.

(23) VELARDE FUERTES, J., «El control ex-
terno de los gastos públicos», Presupues-
to y Gasto Público, nº 18, 1996, pp. 45-47.

(20) Las razones de la ausencia de la
cuestión del fraude en la Declaración de
Lima de 1977 hay que buscarlas, por un
lado, en la especial preocupación exis-
tente por reforzar las fiscalizaciones de efi-
cacia, que precisan de una relación de
plena confianza entre auditor y gestor, lo
que resulta contrario al ejercicio de me-
didas asimiladas a la investigación poli-
cial o criminal; y, por otro, al conoci-
miento del modesto papel que desem-
peñaban de facto las EFS en la lucha
anti-fraude, FRIEDMANN, B., y WEBER,
H., «La lucha contra las irregularidades y
el fraude: La contribución del Tribunal de
Cuentas Europeo», Auditoría Pública, nº
10, 1997, p. 6.

(24) NÚÑEZ PÉREZ, M., «Reforma de la le-
gislación del Tribunal de Cuentas: Fisca-
lización», Revista Española de Control
Externo, nº 12, 2002, p. 177.

(25) NIETO DE ALBA, U., «Ética y control
ante la corrupción y el blanqueo de ca-
pitales», Revista Española de Control Ex-
terno, nº 23, 2006, pp. 16-24.
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que constatar que, tal y
como ha estudiado JIMÉ-
NEZ RIUS, el estatus institu-
cional del Tribunal deCuen-
tas cumple todos los están-
dares requeridos internacio-
nalmente para validar el
grado de independencia
de una Entidad Fiscalizado-
ra Superior, como son su ex-
ternalidad del Gobierno, su
autonomía funcional y deor-
ganización interna, o las ga-
rantías de inamovilidad de
susmiembros(26). A pesar de
todas estas garantías jurídi-
co-formales, la preeminen-
cia del Estado de partidos en las
sociedades democráticas tiende,
como ha denunciado GARCÍA
DE ENTERRÍA, a debilitar la capa-
cidadde las instituciones de con-
trol externo en la prevención de
la corrupción(27). Por ello, como
ha puesto de manifiesto la doc-
trina, y en especial CLEMENTE DE
ANTONIO, la independencia del
Tribunal de Cuentas debe refor-
zarse en todos sus órdenes per-
sonales e institucionales(28).

Desde el aspecto material, la
Constitución de 1978 ha am-
pliado la tradición histórica de la

institución como supremo censor
de las cuentas públicas al con-
junto de la gestión económica
del sector público, requiriéndo-
le en su artículo 136 que remita
a las Cortes Generales un infor-
me anual «en el que, cuando
proceda, comunicará las in-
fracciones o responsabilidades
en que, a su juicio, se hubiere in-
currido»(29). Esta nueva con-
cepción coadyuva especial-
mente a la detección de acti-
vidades defraudatorias, aun en
el caso de la omisión en la ren-
dición de cuentas públicas,
pero, a pesar de ello, como
destaca ARNEDOORBAÑANOS,
la ausencia de hechos registra-
dos y documentados dificulta
de forma importante la capa-
cidad del Tribunal de Cuentas
para detectar los indicios de
corrupción que pueden no tener
reflejo en las cuentas(30). En se-

gunda instancia, el Tribunal
de Cuentas también ha
encontrado limitada su ca-
pacidad para intervenir en
áreas importantes relacio-
nadas con la corrupción,
como el urbanismo, por la
ausencia de actos que im-
pliquen una actividad eco-
nómico-financiera; si bien,
en los últimos ejercicios ha
comenzado a realizar con-
troles en esta área al con-
siderar que el suelo, en
cuanto que entre a formar
parte del patrimonio muni-
cipal, es también un recur-

so público susceptible de pro-
teger y fiscalizar(31).

En todo caso, y sin entrar a
valorar en este trabajo la juris-
dicción del Tribunal de Cuentas
para enjuiciar, desde su doble
naturaleza funcional, los casos
de corrupción que supongan la
malversación de fondos públi-
cos, cabe afirmar, siguiendo la
clásica configuración realizada
por MENDIZÁBAL ALLENDE en
1965, que si bien el fundamento
de la institución se reconduce al
principio general del Derecho de
rendición de cuentas de quien
administra bienes ajenos, a ello
debe añadírsele tres finalidades
complementarias: (a) «guardián
de los intereses de la colectivi-
dad», (b) «salvaguardia del ad-
ministrador honesto», e (c) «ins-
trumento insustituible para de-
purar la estructura y el funcio-
namiento de la Administración

(26) JIMÉNEZ RIUS, J.,ob. cit., 2007, pp. 549-
558.

(27) GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Demo-
cracia, jueces y control de la Adminis-
tración, 5ª Edición, 2000, pp. 75-84.(28) CLE-
MENTE DE ANTONIO, F., «Reflexiones sobre
la corrupción», en ASOCIACIÓN DE LOS
CUERPOS SUPERIORES DE LETRADOS Y
AUDITORES DEL TRIBUNAL DE CUENTAS;
Crónica 1998-1999, Tribunal de Cuentas,
Madrid, 2000, pp. 57-59.

(28) CLEMENTE DE ANTONIO, F., «Refle-
xiones sobre la corrupción», en ASOCIA-
CIÓNDE LOS CUERPOS SUPERIORES DE LE-
TRADOS Y AUDITORES DEL TRIBUNAL DE
CUENTAS;Crónica 1998-1999, Tribunal de
Cuentas, Madrid, 2000, pp. 57-59.

(29) RIVEROORTEGA, R., Administracio-
nes públicas y derecho privado, Marcial
Pons, Madrid, 1998, pp. 297-304.

(30) ARNEDO ORBAÑANOS, M. A., «El
control de la corrupción por el Tribunal de
Cuentas: Posibilidades y limitaciones»,
Revista Española de Control Externo, nº 3,
1999, pp. 74-75 y 82-83.

(31) SÁNCHEZ LERMA, G. A., y CABEZA
DEL SALVADOR, I., «Fiscalización externa
de los convenios urbanísticos de las Ad-
ministraciones Públicas con particula-
res», Revista Española de Control Externo,
nº 27, 2007, pp. 89-92 y 115-137.

La mejora de la
accountability

pública debe conllevar
la instauración de un
modelo de auditoría
única que asegure la
coordinación de las
auditorías del
sector público
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pública de actuaciones ilegales,
ineficacias y corruptelas»(32).

5. LA RENOVACIÓN DEL PAPEL
DE LAS INSTITUCIONES DE
CONTROL FINANCIERO EN LA
LUCHA CONTRA LA
CORRUPCIÓN

En estos momentos, las insti-
tuciones de control financiero es-
tán inmersas en el reto de reno-
var su gobernanza institucional
con el fin de adaptarse a las
nuevas exigencias sociales, al
igual que el resto de organismos
de las Administraciones Públi-
cas. Es en este ámbito de refor-
ma desde el que debe abor-
darse la cuestión de cuál ha de
ser su rol en la lucha contra las
defraudaciones de los recursos
públicos.

La primera cuestión que
debe plantearse es la goberna-
bilidad de estas instituciones, es
decir, su inserción dentro de un
sistema de gobierno apto para
imponerse al resto de poderes
sociales(33). Las propuestas de re-
formas administrativas tratan de
reforzar los incentivos y frenos ins-
titucionales mediante un con-
junto de medidas, entre las que
se pueden destacar, siguiendo a
RIVERO ORTEGA, el control pro-
fesional de la descentralización,

la meritocracia como principio
de la carrera administrativa, la
eficiencia y la tecnología como
herramientas preventivas en la
contratación pública, y la adap-
tación de los controles al nuevo
escenario de la regulación eco-
nómica(34).

Si trasladamos esta búsqueda
de un “mejor gobierno”, es decir,
de un sector gubernamental
más capacitado que fortalezca
su legitimación social, a la cues-
tión del papel institucional de la
auditoría pública en la lucha
anti-fraude hay que optar, como
afirma CABEZA DEL SALVADOR,
por que el auditor público sea
sensible a las demandas sociales
y lidere la lucha contra la co-
rrupción que afecte al uso de los
recursos públicos mediante la
ampliación de sus funciones fis-
calizadoras e investigadoras(35).

Por lo tanto, debe producirse
una renovación del principio de
confianza hacia un sentido re-
lativo, asimilándolo, como han
destacadoMENDIZÁBAL ALLEN-
DE y MARTÍN SECO, a las res-
ponsabilidades exigidas a los
administradores privados, de for-
ma que se garantice al gestor di-
ligente que ha rendido debida-
mente cuentas que no ha de
pesar sobre él la presunción de

culpabilidad del viejo principio
de desconfianza absoluta. No
obstante, de la misma forma, en
caso contrario debe procederse
a la investigación por las institu-
ciones de control de las posibles
deficiencias e irregularidades
detectadas(36).

Este planteamiento no pre-
tende convertir a los auditores
públicos en inspectores policiales,
sino instar a queasumanentre sus
funciones, además del examen
de legalidad y la buena gestión,
la inspección administrativa de la
conservación de la hacienda
pública para sus fines propios.
Esta adopción de una actitud
proactiva en el descubrimiento
de las defraudaciones públicas
reforzaría su legitimación social,
para lo cual debe integrarse en
las tareas del control financiero la
investigación de las actividades
ilegales e impropias, siguiendo el
ejemplo de la GAO norteameri-
cana, así como realizar un es-
pecial seguimiento de las Áreas
de Alto Riesgo hasta que las de-
ficiencias que ponen en peligro
la seguridad de los recursos pú-
blicos sean corregidas(37).

(32) MENDIZÁBAL ALLENDE, R., «Función
y esencia del Tribunal de Cuentas», Re-
vista Española de Control Externo, nº 3,
2001 [publicado originalmente en Revis-
ta de Administración Pública, nº 46, 1965],
pp. 173-174 y 177-178.

(33) PRATS I CATALÀ, J., «Gobernabilidad
democrática para el desarrollo humano:
Marco conceptual y analítico», Revista
Instituciones y Desarrollo, nº 10, 2001, pp.
103-148.

(34) RIVEROORTEGA, R., «Reforma del Es-
tado en América Latina: Las instituciones
administrativas como clave del desarro-
llo», en FERRARO, A. (ed.), En busca del
buen gobierno: Nuevas perspectivas so-
bre política y gestión del Estado en Amé-
rica Latina, Edicions Bellaterra, Barcelona,
2007, pp. 164-179.

(35) CABEZA DEL SALVADOR, I., «El papel
de la auditoría pública en la lucha con-
tra la corrupción», Revista Técnica, 3ª épo-
ca, nº 17, 2000, pp. 44 y 47-49.

(36) MENDIZÁBAL ALLENDE, R., «La fun-
ción jurisdiccional del Tribunal de Cuen-
tas», en DIRECCIÓN GENERAL DE LO
CONTENCIOSODEL ESTADO, El Tribunal de
Cuentas en España, Instituto de Estudios
Fiscales, Madrid, 1982, vol. I, pp. 77-81; y
MARTÍN SECO, J. F., «Configuración jurí-
dica de la Administración del Estado y su
regulación económico-financiera», en
INTERVENCIÓN GENERAL DE LA ADMI-
NISTRACIÓN DEL ESTADO, El marco jurídi-
co-financiero del sector público: Pers-
pectivas de reforma, Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda: Intervención General
de la Administración del Estado, Madrid,
1986, pp. 13-14.

(37) JIMÉNEZ RIUS, P., ob. cit., 2007, pp.
110-115.
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El recto ejercicio de esta
nuevamisión hace necesario un
reforzamiento de la indepen-
dencia institucional, por lo que
sería conveniente adoptar so-
luciones que, en consonancia
con el planteamiento de re-
fuerzo de la legitimación social,
ya se han implementado en
otras instituciones públicas. Así,
por ejemplo, cabe proponer
que se establezca un proceso
de nombramiento público de
los titulares de estos órganos
de control, conforme a los plan-
teamientos del Informe No-
lan(38), o la elaboración de un
estatuto propio del personal au-
ditor, como reclaman las aso-
ciaciones profesionales(39).

El segundo escalón de esta
reforma debe dirigirse hacia los
nuevos principios de la buena
administración que exigen a los
gobernantes, como sostiene RO-
DRÍGUEZ-ARANA, unas aptitu-
des y técnicas dirigidas a obte-
ner el bienestar integral de la ciu-
dadanía mediante una gestión
pública democrática, legal, efi-
ciente, de calidad y responsa-
ble(40).

En el ámbito del control fi-
nanciero, la Declaración de
Pamplona de los Presidentes de
los Tribunales Autonómicos de
Cuentas de 16 de junio de 2006
ha definido la nueva orientación
de los objetivos del control de las
finanzas públicas, tratando,
como señala JIMÉNEZ RIUS, de
introducir “una conciencia pú-
blica de control” que contribu-
ya a que los responsables públi-
cos adopten las medidas nece-
sarias para garantizar a los ciu-
dadanos una gestión más trans-
parente y eficaz de las cuentas
públicas, aceptando tareas mu-
cho más ambiciosas que el sim-
ple control jurídico y contable(41).
En este documento se definen
ex novo objetivos de control
como la calidad, dirigida a ana-
lizar de formamucho más com-
pleta la gestión de la obra pú-
blica, el urbanismo, para exa-
minar los riesgos de comporta-
mientos irregulares en este sec-
tor, o la valoración del cuidado
del medio ambiente. En este
marco de extensión de la res-
ponsabilidad, la protección de
los intereses financieros públi-
cos mediante la lucha contra el
fraude y la corrupción debe in-
cluirse como un nuevo objetivo
a alcanzar, más allá de la de-
nuncia de las responsabilidades
eventualmente detectadas en
los trabajos de fiscalización.

Desde el aspecto institucio-
nal interno de las organizacio-
nes de control, el logro de una
“mejor administración” o mejor
gestión de sus funciones en la
investigación de las defrauda-

ciones públicas precisa de la
especialización en lo que se ha
denominado la auditoría fo-
rense, dirigida a colaborar con
la Administración de Justicia(42).
Para ello, deben crearse, en lí-
nea con las recomendaciones
de los artículos 5 y 6 de la Con-
vención de las Naciones Unidas
contra la Corrupción, unida-
des especializadas dotadas de
personal experto en estas ma-
terias y medios específicos para
investigarla, que tengan como
función la realización de fisca-
lizaciones e inspecciones es-
peciales dirigidas a la detec-
ción del fraude y la corrup-
ción. Asimismo, estos órganos
deberían asumir, en razón de su
especialización, el ejercicio de
las funciones periciales y de
colaboración, a requerimiento
de la Administración de Justicia,
para el enjuiciamiento de deli-
tos e infracciones de naturale-
za económica. Con esta finali-
dad cabría adoptar dos solu-
ciones igualmente válidas si-
guiendo el ejemplo compara-
do: bien la creación de una uni-
dad específica dentro de su or-
ganización como la Forensic
Audits and Special Investiga-
tions de la GAO norteamerica-
na(43), o bien la instauración
de un órgano ad hoc como la
Oficina Europea de Lucha An-
tifraude(44).

(38) ALBI IBÁÑEZ, E., «El control de efi-
ciencia y eficacia en las actividades del
sector público», en INSTITUTO DE ESTU-
DIOS FISCALES, Seminarios de Econo-
mía Pública, http://www.ief.es [ref. 19 de
mayo de 2005], 8 de noviembre, 2001,
pp. 18-21.

(39) CUBILLO RODRÍGUEZ, C., «Un estatu-
to para los funcionarios de los OCEX»,Au-
ditoría Pública, nº 8, 2003, pp. 58-61; yARIAS
RODRÍGUEZ, A., «Reseña de los VII En-
cuentros Técnicos deÓrganos deControl
Externo», PartidaDoble, nº 130, 2002, p. 118.

(40) RODRÍGUEZ-ARANA MUÑOZ, J., El
BuenGobierno y la Buena Administración
de Instituciones Públicas, Thomson-Aran-
zadi, Cizur Menor (Navarra), 2006, pp. 9-
121 y 177-180.

(42) DAVIA, H. R., COGGINS, P. C., WIDE-
MAN, J. C., y KASTANTIN, J. T., Manage-
ment accountant’s guide to fraud dis-
covery and control, John Wiley & Sons,
Inc., Nueva York, 1992, pp. 56-106.(43) JI-
MÉNEZ RIUS, P., ob. cit., 2007, pp. 87-89.

(43) JIMÉNEZRIUS,P.,ob.cit., 2007,pp.87-89.
(44) GARCÍA URETA, A., La potestad ins-

pectora en el Derecho comunitario: Fun-
damentos, sectores de actuación y lími-
tes, Iustel, Madrid, 2008, pp. 305-306.

(41) JIMÉNEZ RIUS, P., ob. cit., 2007, pp.
35-42
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De forma complemen-
taria, se debeatribuir a estas
instituciones las facultades
investigadoras necesarias
para descubrir la verdad
material que se esconde
detrás de los expedientes,
para lo cual puede servir de
referencia las capacidades
asumidas por laOLAF y el Tri-
bunal deCuentas Europeo.
Entre estas prerrogativas hay
que destacar la facultad
de captación inmediata de
la información sobre los su-
jetos controladosmediante
el libre acceso a las de-
pendencias, los bienes, los
procedimientos y el personal
de las entidades sujetas a
control, y la facultad de
captaciónmediata de la in-
formación de terceros con
trascendencia para sus ac-
tuaciones de control(45).

El último baluarte hacia
el que se dirige la good
governance es el de la
accountability, que impli-
ca, desde una perspectiva am-
plia, una búsqueda de la cali-
dad de la interacción de los ac-
tores públicos entre sí y con los

actores sociales, mediante,
como ha señalado el Libro Blan-
co de la Gobernanza Europea,
los principios de apertura, par-
ticipación, responsabilidad, efi-
cacia y coherencia(46).

Desde el aspecto de la ren-
dición de cuentas, la mejora de
la accountability pública debe
conllevar, como ya señaló BLAS-
CO LANG, la instauración de un
modelo de auditoria única que
asegure la coordinación de las
auditorías del sector público,

para evitar que el ejercicio
atomizado y descoordina-
do de las facultades de
control provoque «desin-
formación y disfunciones
en la detección de riesgo
e irregularidades»(47). Este
nuevo modelo debe se-
guir las líneas marcadas
por la propuesta pionera
de Single Audit de la GAO
norteamericana en rela-
ción con el examen de
subvenciones y los princi-
pios del Dictamen nº
2/2004 del Tribunal de
Cuentas de las Comuni-
dades Europeas sobre el
modelo de «auditoría úni-
ca»(48). Con esta medida
de colaboración se trata
de evitar, entre otros fines,
que el solapamiento de
controles desconectados
entre sí pueda dar lugar a
situaciones como la relati-
va a la gestión de las sub-
venciones agrícolas co-
munitarias, en donde se
detectó que los fraudes

existentes habían sido parcial-
mente observados por diversos
órganos de control, pero que
ninguno tuvo la totalidad de la

(46) PORRAS NADALES, A., Representa-
ción y Democracia avanzada, Centro de
Estudios Constitucionales, Madrid, 1994,
pp. 110-114.

Debe atribuirse a
las instituciones de

control las facultades
investigadoras
necesarias para
descubrir la verdad
material que se
esconde detrás de los
expedientes, para lo
cual puede servir de
referencia las
capacidades asumidas
por la OLAF y el
Tribunal de Cuentas
Europeo

(47) BLASCO LANG, J. J., «El control fi-
nanciero y la auditoría pública en la
nueva Ley General Presupuestaria», Re-
vista Española de Control Externo, nº 18,
2004, p. 178.

(48) PÉREZ PÉREZ, J. A., «Perspectivas
para un modelo de auditoría única en
España: Experiencias recientes», Presu-
puesto y Gasto Público, nº 50, 2008, pp.
89-90; y GARCÉS SANAGUSTÍN, M., y BÁS-
CONES RAMOS, J. M., Técnicas de co-
ordinación del control de la actividad
económico-financiera en España: Pro-
puesta para un modelo de auditoría pú-
blica única, Asociación-Instituto Audi-
tores Públicos de España, Barcelona,
2006, pp. 19-29.

(45) VERVAELE, J. A. E., «Regulación co-
munitaria y aplicación operacional de los
poderes de investigación, obtención y uti-
lización de pruebas en relación a la in-
fracción de los intereses financieros de la
Comunidad Europea», Revista Vasca de
Administración Pública, nº 52, 1998, pp.
329-339. La atribución de la facultad de
captación de información de terceros
únicamente se propone en relación al Tri-
bunal deCuentas, conforme a suMoción
de 24 de febrero de 2011 sobre el per-
feccionamiento de la regulación legal del
deber de colaboración de las personas
físicas y jurídicas, públicas y privadas;
puesto que la IGAE ya la tiene recono-
cida en el artículo 145 LGP.
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información necesaria para de-
nunciarlo(49).

En cuanto a la mejora de la
transparencia cabeproponer, en
línea con las conclusiones del XVI
Congreso de la INTOSAI sobre la
lucha contra la corrupción, el es-
tablecimiento de una política de
comunicación que mantenga
una buena relación con los me-
dios, establezcacanales eficaces
de divulgación pública de los in-
formes de auditoría y otra infor-
mación pertinente, y elabore in-
formes oportunos, comprensibles
y fácilmente utilizables por los
destinatarios. El fin último, como
ha advertido ROSE-ACKERMAN,
es lograr lamáximaclaridaden los
informes de formaque los ciuda-
danos puedan conocer fácil-
mente en qué casos los trabajos
de control han detectado su-
puestos de defraudación(50).

Para terminar, deben exten-
derse también las posibilidadesde
la participación social en la pre-
vención y persecución de la co-
rrupción, pues, como ha resalta-
do el Libro Blanco de la Gober-
nanza Europea, la mayor impli-
caciónde la sociedadcivil, como
medio para que los ciudadanos
puedan expresar sus preocupa-
ciones y prestar su apoyo a las
personas víctimas de exclusiones
y discriminaciones, precisa ofre-

cerles «una vía estructuradapara
canalizar sus reacciones, críticas
y protestas». En este sentido, en el
XVI Congreso de la INTOSAI se re-
comendó el establecimiento de
«un sistema para la recepción y
procesamiento dedenuncias pú-
blicas sobre las irregularidades
observadas» por cualquierade los
medios que permitan las tecno-
logías de la información y la co-
municación, tal y como han es-
tablecido organismos como el
BancoMundial, laGAOo laOLAF.

6. CONCLUSIÓN

Comoconclusión, debe reite-
rarse que el Tribunal de Cuentas
y la Intervención General de la
Administración del Estado son en
estosmomentos dos instituciones
modernas, asimilables a sus ho-
mólogas extranjeras, que pres-
tan un buen servicio para asegu-
rar unagestión legal y eficientede
los recursos públicos. No obstan-
te, sería conveniente que incre-
mentaran su aportación a la go-
bernanza y la accountability pú-
blicamediante la asunción de la
lucha contra la corrupción como
una responsabilidad dotada de
autonomía e identidad propia.

Con esta finalidad, se propo-
ne que el buen gobierno del
control de las finanzas públicas
adopte medidas relacionadas
con el reforzamiento de su inde-
pendencia, la renovación de sus
objetivos, la ampliación de sus
funciones inspectoras y forenses y
de sus facultades investigadoras,
la colaboración interinstitucional
a través de los modelos de audi-
toría única, y lamejora de las po-
líticas de comunicación y partici-
pación social.

(49) HUBER, B., «La lucha contra la co-
rrupción desde una perspectiva supra-
nacional»,Conferencia dictada durante
las jornadas del Congreso de Alumnos de
Derecho penal celebrado en el mes de
marzo de 2002 en la Universidad de Sa-
lamanca, Salamanca, 2002, pp. 4-6.

(50) ROSE-ACKERMAN, R., La corrup-
ción y los gobiernos: Causas, conse-
cuencias y reformas, Siglo Veintiuno de Es-
paña Editores, Madrid, 2001, pp. XI-XII.


